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	Motivo: Amparo

	Recurrente: WILSON ANIDO SUÁREZ POR “MOORE BUSINESS FORMS DE CENTROAMÉRICA S.A.” DOMICILIADA EN SAN SALVADOR, EL SALVADOR Y “MOORE BUSINESS FORMS DE CENTROAMÉRICA LIMITADA” DE ESTA PLAZA.

	Recurrido: MINISTRO DE INDUSTRIAS Y COMERCIO

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que sus representadas, empresas de origen centroamericano, participan en el mercado costarricense - de conformidad con el Tratado General de Integración Económica Centroamericana - vendiendo formularios continuos elaborados en El Salvador. Que una empresa de la competencia les denunció ante el Ministerio de Industrias y Comercio por un pretendido “dumping”. Que el Ministerio sin investigación y sin darles oportunidad de defenderse, resolvió arbitrariamente imponer caución para un tipo de sus formularios. Que previa investigación de la denuncia, la Secretaria General de Integración Económica de Centroamérica (Sieca) concluye que no hay prueba de que la empresa salvadoreña “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.” haya incurrido en las prácticas de comercio desleal (dumping) denunciadas por Costa Rica; y, que procede que el Gobierno restablezca el libre comercio para los productos de la mencionada empresa, levantando la fianza que ha venido afectando la importación de los mismos al mercado costarricense. Posterior a este informe, el Ministerio generaliza la caución para todos sus formularios.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que habiendo comprobado la existencia de prácticas de comercio desleal por parte de las recurrentes, se procedió conforme a lo establecido en el Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos, por lo que medidas adoptadas se encuentran ajustadas a derecho.   Que habiendo agotado ese proceso, procedió de conformidad con el artículo 13 del Tratado General y solicitó al Director General de Aduanas, exigir fianza sobre formas stocks o formularios continuos elaborados por la empresa salvadoreña Moore Business Forms de Centroamérica.  Que la caución se generalizó para a todo tipo de formularios continuos, debido a que se estaba evadiendo la medida originalmente establecida por ese Ministerio.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. De acuerdo con el artículo 6° de la Ley de Amparo, se rechaza la gestión del señor Ministro que pide la declaratoria de incompetencia de esta Corte para conocer del recurso, aduciendo que la materia sobre la cual trata es del exclusivo resorte del Consejo Ejecutivo Centroamericano. Lo que se configura es un problema de legalidad convencional circunscrita a los límites establecidos en el Tratado Regional y sus instrumentos complementarios, pero no en la esfera constitucional.


N° 21
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veinticinco de mayo de mil novecientos setenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Calzada, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Bejarano, Soto, Blanco, Trejos, Valverde, Porter, Sanabria, Jugo y Odio.

Artículo V
Se entró a conocer del recurso de Amparo interpuesto por Wilson Anido Suárez, en su condición de representante comercial de “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.” domiciliada en San Salvador, El Salvador, actuando en ausencia de su apoderado legal, y de Gerente con facultades de apoderado generalísimo de “Moore Business Forms de Centroamérica Limitada” de esta plaza, contra el señor Ministro de Industrias y Comercio, a la sazón el señor Ernesto Lara Bustamante, con base en los siguientes hechos: “1°) Mis representadas, la primera como exportadora, la segunda como importadora, han venido participando activamente en el mercado costarricense, vendiendo todo tipo de formularios continuos, impresos y no impresos, elaborados por la primera.  Se trata, pues, de productos de origen centroamericano, elaborados por una empresa centroamericana – radicada en El Salvador – e importados y distribuidos por otra empresa centroamericana – ésta, domiciliada e inscrita en Costa Rica y, por ende, para nuestras leyes tan costarricenses como la que más. 2°) Dentro de nuestro negocio, hemos participado en diversas licitaciones de empresas públicas y privadas, unas veces ganando y otras perdiendo la adjudicación. Nuestro principal competidor ha sido “Litho Formas S.A.”, la cual ha obtenido varias de tales licitaciones, cotizando precios inferiores a los nuestros, como lo demuestro con el cuadro adjunto (documento “A”).  Estas circunstancias, por lo demás normales en un régimen de competencia, nos obligaron a revisar nuestras cotizaciones para precios que, dentro del margen de una sana operación económica, nos permitieran competir en el mercado interno del país. 3°)  Ante la competencia que ahora sí le presentábamos, “Litho Formas S.A.” tomó el camino fácil de acusarnos ante el Ministerio de Industrias por un pretendido “dumping”, argumentando que estábamos vendiendo nuestros formularios a precios más bajos que su costo.  Y el Ministerio sin otra base que el dicho de nuestros competidores, sin hacer ninguna investigación, muchos menos comprobación de los hechos denunciados, sin siquiera darnos la oportunidad elemental de defendernos ni de enterarnos de los cargos, sin notificarnos nada, resolvió por propia autoridad y sorpresivamente imponernos caución para un tipo de nuestros formularios, los llamados “stock forms”, como se desprende del siguiente telegrama, cuya copia acompaño (documento “B”: Telegrama Oficial N° 00015. 9 de marzo de 1970 Señor Manuel Enrique Velásquez, Director General de Aduanas (Señas) Ciudad. Respecto a mi telegrama veintiséis febrero pasado aclárole caución debe aplicarse exclusivamente a “Formas Stocks” impresos y no impresos producidos Moore Business El Salvador. Afectísimo. Original firmado Lic. Jorge Sánchez Méndez. Jorge Sánchez Director Integración). 4°)  Como consecuencia de esta arbitraria medida, mi representada en El Salvador solicitó, por el medio respectivo, que la Secretaria General de Integración Económica de Centroamérica (Sieca) hiciera una investigación sobre el pretendido “dumping”.  De la investigación realizada, cuyo informe no hemos podido conocer con detalle, resultó que el tal “dumping” no existía, es decir, se relevó a mis representadas de toda responsabilidad por la denuncia hecha.  La comunicación de la Sieca al Gobierno del El Salvador, que aparece en la copia que acompaño (documento “C”: 11 de febrero de 1970. Sr. Doctor Ricardo González Camacho, Subsecretario Integración Económica Ministerio de Economía, San Salvador, El Salvador. Señor Subsecretario: Como es de su conocimiento, durante la reunión bilateral celebrada en la ciudad de San José, los días 16 y 17 de diciembre del año pasado, entre los Representantes de los Gobiernos de El Salvador y Costa Rica, se trató el problema existente entre ambos países relacionado con la denuncia presentada por el segundo de tales Gobiernos- en setiembre del mismo año, sobre supuestas prácticas de comercio desleal atribuidas a la empresa salvadoreña “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.”, en sus ventas de formularos continuos (conocidos como Forms Stocks) en el mercado costarricense, mediante el sistema de licitaciones públicas; problema del cual se derivó la decisión del Gobierno de Costa Rica de fecha 20 de octubre, de exigir caución a las importaciones de los mencionados productos elaborados por la firma salvadoreña.  En el acta correspondiente a dicha reunión el Representante de Costa Rica dejó asentada la buena voluntad y deseo que el Gobierno de su país tenía para resolver satisfactoriamente el problema en cuestión, para lo cual solicitó a esa Secretaría Permanente acelerar el estudio que la misma estaba realizando sobre el asunto, petición a la cual se adhirió el Representante de El Salvador.  En atención a lo anterior, la Sieca terminó el estudio de mérito cuyos resultados constan en el memorándum preparado por nuestro Departamento de Mercado Común que cuenta con la aprobación de esta Secretaría General, y del cual tengo el agrado de acompañar copia a la presente.  Como usted podrá observar, de las conclusiones de dicho informe se desprende la opinión de ésta Secretaría en el sentido de que no hay prueba de que la empresa salvadoreña “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.” haya incurrido en las prácticas de comercio desleal (dumping) denunciadas por Costa Rica; y que en consecuencia procede que el Gobierno de dicho país restablezca el libre comercio para los productos de la mencionada empresa, levantando la fianza que ha venido afectando la importación de los mismos al mercado costarricense. Tomando en cuenta lo anterior, me permito informarle que en esta misma fecha estamos enviando el mencionado memorándum al Gobierno de Costa Rica con nota de la cual tengo el agrado de acompañarle copia y que se explica por sí sola.  Confiamos en que dicho Gobierno, con base en el mismo proceda a tomar las acciones necesarias para restablecer el libre comercio irrestricto para los productos afectados de la firma salvadoreña.  Al hacerle el presente envío le estamos (igual que lo hacemos al Gobierno de Costa Rica) considerar como confidencial el informe de esta Secretaría ya que en el mismo figuran datos, cifras e informaciones correspondientes a tres empresas centroamericanas que pudieren tener dicho carácter.  Sin otro particular me complace suscribirme de usted con toda consideración y aprecio, su muy atento servidor (f) Abraham Bennaton R. Secretario General Adjunto.”. 5°) Ante tales circunstancias, el Gobierno de la República de El Salvador remitió al de Costa Rica el siguiente cable (documento adjunto “D”): “Administración Nacional de Telecomunicaciones Fecha 8 de abril de 1970. Destinatario Lic. Jorge Sánchez Méndez Director Integración Económica Destino San José CR. Texto: Moore Business informamos Aduana su país amplio restricción a impresos en general punto tal actitud viola tratado general asimismo su promesa reunión bilateral diciembre pasado no obstante dictamen Sieca no existir comercio desleal punto nuevamente reitérole levantar restricción libre comercio productos en general fabricados dicha empresa punto negativa su gobierno indefinidamente como obligaríamos tomar medidas recíprocas punto Ruégole contestación punto cordialmente Ricardo González Camacho Subsecretario Integración”. 6°) A pesar de la arbitrariedad cometida, del informe de Sieca favorable a nosotros y de las gestiones del Gobierno de El Salvador, no solo la caución impuesta a nuestras fórmulas “stock” se mantuvo, sino que sorpresivamente se generalizó para todas nuestras fórmulas, según el telegrama que motiva inmediatamente este recurso y que dice (documento “E”): “Telegrama. 10 de abril de 1970 Señor Manuel E. Velásquez Rawson Director General Aduana Ciudad. Atentamente solicítole dejar sin efecto telegrama nueve marzo pasado. Conforme instrucciones señor Ministro de Industria y Comercio caución debe aplicarse a todo tipo de formularios continuo impresos y no impresos producidos Moore Business Formas de Centroamérica S.A. El Salvador. Afectísimo, Jorge Sánchez. Director Integración”. 7°) La imposición de esa caución, ahora a todos nuestros productos, equivalente al monto de los impuestos de importación, nos está causando graves perjuicios económicos y riesgos inminentes, restringiendo nuestra libertad de comercio y extremos tales que de hecho nos la impide totalmente, por la carga financiera de una fianza que no podemos soportar, por la amenaza inminente de deterioro en que se encuentra la mercadería detenida en las Aduanas Principal y de El Coco, y por el incumplimiento de nuestras entregas a clientes entre los que se cuentan empresas e inclusive instituciones autónomas del Estado.  El valor de los pedidos detenidos alcanza a la suma de US$22.868.73, equivalente a C.152.077.00 (acompaño copias de las notas de envío correspondientes, documentos “F”. 8°) La drasticidad de la última medida dictada y la notoria pasión con que ha actuado el Ministerio de Industrias en nuestro caso, han llevado a las aduanas a prohibir inclusive el ingreso y traslado de la mercadería que va en tránsito hacia Panamá, la cual ha sido también detenida, no sabemos si por orden expresa del Ministerio o por una interpretación de sus imposiciones, explicable por las circunstancias expuestas. Fundamentos concretos del recurso.-  De conformidad con la Constitución, con la Ley respectiva y con la jurisprudencia, el recurso de amparo, tiene por objeto proteger y restablecer el goce de derechos constitucionales – fuera del de libertad personal – cuando hayan sido violados y se encuentren amenazados por actos, acciones u omisiones arbitrarias, siempre que el daño sea inminente y el recurso idóneo para su reparación.  Todas esas circunstancias se dan con abundancia en el caso presente: a)  La disposición del Ministerio de Industrias contra la que recurro, restringe gravemente nuestra libertad de comercio e industria, garantizada por el artículo 46 de la Constitución Política, en términos y con énfasis tales que es la única disposición constitucional que sanciona las simples amenazas e inclusive los actos amparados a una ley: “art. 46. Son prohibidos los monopolios de carácter particular cualquier acto, aunque fuera originado en un ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industrias.”  Esa liberad, en nuestro caso, nos resulta expresamente de que, por tratarse de productos amparados al Mercando Común Centroamericano, gozan conforme a los tratados respectivos, que son leyes de la República, y con un rango aún mayor que las ordinarias (Art. 7° Constitución Política), de “tratamiento nacional” y de un régimen de importación y de distribución irrestricto, sin posible discriminación, como si fueran originarios de nuestro país, salvo las medidas de control legalmente aplicables por razones de sanidad, de seguridad o de policía. Véanse las siguientes disposiciones específicas del Tratado General de Integración Económica Centroamericana (en Costa Rica, Ley N° 3150 de 29 de julio de 1963): “Artículo III (párrafo 4° final) “Las mercancías originarias del territorio de los Estados signatarios gozarán de tratamiento nacional en todos ellos y estarán exentas de toda restricción o medida de carácter cuantitativo, con excepción de las medidas de control que sean legalmente aplicables en los territorios de los Estados contratantes por razones de sanidad, de seguridad o de policía”. “Artículo VII. Ninguno de los Estados signatarios establecerá ni mantendrá regulaciones sobre la distribución o expendio de mercancías originarias de otro Estado signatario, cuando tales regulaciones tiendan a colocarlas o efectivamente las coloquen en situación discriminada con respecto a iguales mercancías de producción nacional o importadas de cualquier otro país.”. “Artículo XV.  Cada uno de los Estados contratantes mantendrá plena libertad de tránsito a través de su territorio para las mercancías destinadas a cualquiera de los otros Estados signatarios o procedentes de ellos, así como para los vehículos que transportan tales mercancías. “Dicho tránsito sin deducciones, discriminaciones ni restricciones cualitativas…”  Ya esa Corte en un pronunciamiento reciente de naturaleza muy similar (se trataba de la prohibición de importar huevos salvadoreños para proteger a los avicultores nacionales, que alegaban “dumping” también) acogió un amparo declarando que: “Esa actitud del titular de la Cartera de Agricultura y Ganadería, por más encomiable que sea, contraviene, a juicio de esta Corte, los tratados internacionales, porque conforme al párrafo cuarto del artículo III del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, “las mercaderías originarias del territorio de los Estados signatarios gozarán de tratamiento nacional en todos ellos y estarán exentos de toda restricción o medida de carácter cuantitativo, con excepción de las medidas de control que sean legalmente aplicables en los territorios de los Estados contratantes por razones de sanidad, de seguridad o de policía.”  Ahora bien, no habiendo invocado el señor Ministro de Agricultura y Ganadería ninguno de esos motivos de restricción, su orden cancelando los permisos de importación de huevos del Area Centroamérica, resulta violatoria del artículo 46 de la Constitución Política, que considera prohibido “cualquier acto, aunque fuera originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industrias”.  El principio está reconocido admirablemente, aunque después la resolución se extienda en consideraciones sobre competencia que no vienen al caso; b) La medida impugnada es evidente y gravemente arbitraria, lo cual quiere decir, en resumen, parodiando una conocida definición escolar, que reemplaza la regularidad envidiable y racional del Estado de Derecho por la “regularidad caprichosa” propia del despotismo, censurable como la peor de las injusticias aun en la hipótesis de que en un caso concreto pudiere parecer “más justa” que la aplicación imparcial, objetiva y exacta de la ley.  La medida es arbitraria, porque condena a mis representadas sin tener pruebas de su culpabilidad y, peor todavía, sin haberse tomado siquiera la molestia de investigarla; es arbitraria porque nunca se nos ha dado ninguna oportunidad de descargo o defensa, ni siquiera se nos ha notificado nada; es arbitraria, porque se precipita a imponernos una caución que resulta verdaderamente una sanción anticipada, sin acudir a los procedimientos previstos por los propios instrumentos de la Comunidad Centroamericana, y sin esperar a que pueda reunirse el Consejo Ejecutivo de la Integración, único competente para resolver, a sabiendas de que circunstancias políticas de extremada gravedad lo han impedido y lo seguirán impidiendo por un tiempo todavía impredecible; es arbitraria, porque no solamente da por cierta una falta inexistente, sino que llega al extremo de agravar una injustificada y arbitraria sanción anterior y justamente en el momento en que la Secretaría Permanente de la Integración se ha pronunciado eximiéndonos de culpa;  es arbitraria, porque el Ministerio de Industrias nos acusa de “dumping”, a sabiendas – porque no puede ignorarlo – de que ante el propio Gobierno de la República mis representadas han perdido varias licitaciones porque fueron vencidas en precios por quienes nos acusan de cotizar muy bajo, precisamente en licitaciones; c) Que la medida arbitrariamente impuesta contra mis representadas en grave, el perjuicio que nos causa inminentemente y este recurso el único idóneo para protegernos, son cosas que se evidencian por sí mismas de los hechos expuestos, en especial el 6° y 7° a los cuales me remito.  Señores Magistrados: por las razones expuestas y las que su mejor criterio tenga por procedente considerar, reitero respetuosamente mi petición de que se acoja el presente recurso de amparo, y en consecuencia; a)se declare que la medida dictada por el señor Ministro de Industrias y transmitida por el señor Director General de Integración, es violatoria de los derechos otorgados a mis representadas por el artículo 46 de la Constitución Política, y debe cesar de inmediato, bajo los apercibimiento del artículo 16 de la Ley de Amparo; b) que se ordene a los citados funcionarios restituir a mis representadas en el pleno goce de sus derechos violados, y en consecuencia cancelar y restituir la caución hasta ahora rendida, y autorizar la importación y distribución de los artículos afectados por la medida impugnada, bajo los mismos apercibimientos para el presente y el futuro.  Me fundo también en el artículo 48 párrafo final en relación con los artículos 41 especialmente 27 y 30 de la Constitución, y en la Ley de Amparo No. 1161 de 2 de junio de 1950.”

El señor Ministro de Industrias y Comercio, rindió el siguiente informe: “Me refiero al Oficio No. 73 SP del 24 de abril de 1970, recibido  el mismo día a las 9:30 a.m. relativo a un recurso de amparo establecido por el señor Wilson Anido Suárez en su condición de representante comercial de “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.” de El Salvador y “Moore Business Forms de Centroamérica Ltda.” de este domicilio.  En cuanto al número 3 del Capítulo “Hechos y Antecedentes” es necesario aclarar que no es exacto lo que se afirma en el mismo numeral, en el sentido de que este Ministerio procedió “sin otra base que el dicho de nuestros competidores, sin hacer ninguna investigación, muchos menos comprobación de los hechos denunciados, sin siquiera darnos la oportunidad elemental de defendernos ni de enterarnos de los cargos”.  Contrariamente a esa afirmación de la Dirección General de Integración Económica y Comercio de este Despacho, procedió a realizar de inmediato un estudio detallado sobre la denuncia presentada el 20 de marzo de 1969 por la empresa costarricense “Litho Formas S.A.”, en el sentido de que la empresa salvadoreña citada estaba incurriendo en prácticas de comercio desleal.  Una vez que se comprobó la existencia de tales prácticas, se procedió conforme a lo establecido en el Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos, el cual fue aprobado por el Consejo Económico Centroamericano, el 27 de marzo de 1968, mediante Resolución No. 50 y publicado en La Gaceta No. 83 de 7 de abril de ese año.  Siguiendo el procedimiento estipulado en el Reglamento mencionado  - en primer lugar, de conformidad con sus Artículos 15 y17, en oficio No. 776 de 25 de setiembre de 1969, se puso en conocimiento del Gobierno de El Salvador, la denuncia presentada por la empresa nacional Litho Formas, a fin de buscar un arreglo directo entre las partes.  Según el artículo 17 del Reglamento sobre Procedimiento para Resolver Conflictos, El Salvador tenía cinco días calendario de tiempo, para dar respuesta al problema planteado por nuestro país.   Como no se obtuvo respuesta alguna del Gobierno de El Salvador en el lapso mencionado, se dio por agotada la etapa del arreglo directo. Según lo establecido en el Artículo 31 del reglamento en cuestión, en radiograma del 13 de octubre de 1969, se solicitó al Secretario General de la Sieca, que convocara al Consejo Ejecutivo, para los efectos del artículo 13 del Tratado General de Integración Económica.  Debido a las circunstancias que atraviesa el mercado común centroamericano a raíz del conflicto bélico surgido entre las República de El Salvador y Honduras, el Consejo Ejecutivo, no se logró reunir, por lo que de conformidad con el párrafo final del artículo 13 del Tratado General este Ministerio en telegrama del 29 de octubre de 1969, solicitó al Director General de Aduanas, exigir fianza, por el monto de los impuestos a la importación, sobre formas stocks o formularios continuos elaborados por la empresa salvadoreña Moore Business Forms de Centroamérica.  Es de señalar que el último párrafo del artículo 13 del Tratado General establece que “si el Consejo Ejecutivo no dictaminare dentro de 8 días, la parte afectada podrá exigir la fianza, en tanto el Consejo Ejecutivo no resuelva en definitiva”. Respecto al cable mencionado en el literal 5 del Capítulo en consideración dirigido por el Subsecretario de Integración de El Salvador al Director General de Integración Económica de Costa Rica, nos permitimos observar que contrariamente a lo establecido en el Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos y en el Tratado General, el Gobierno de El Salvador amenaza con adoptar medidas unilaterales, contrarias al ordenamiento jurídico que rige el Programa de Integración Económica Centroamericana.  En lo concerniente a lo señalado en los numerales 6 y 7, debe aclararse que la caución se generalizó para todo tipo de formularios continuos impresos o no debido a que se estaba evadiendo la medida originalmente establecida por este Ministerio.  Sobre lo señalado en el literal 8 del Recurso de Amparo debemos rechazar enfáticamente lo que ahí se señala pues como se demuestra reiteradamente en este Oficio, las medidas adoptadas por este Despacho están acordes con el régimen jurídico del Programa de Integración Económica Centroamericana.  Además este Ministerio en ningún momento ha girado instrucciones a las aduanas, para que se restrinja el transporte de mercancías en tránsito hacia otros países.  Por otra parte, debe mencionarse que, posteriormente al estudio realizado para determinar las prácticas de comercio desleal por parte de Moore Business, se ha tenido conocimiento de que dicha empresa, en la elaboración de sus productos, no realiza un proceso de manufactura que lo haga acreedor al libre comercio.  Por lo que a juicio nuestro tales artículos no deben disfrutar del régimen de libre comercio establecido en el Artículo III del Tratado General, parcialmente citado en el Recurso de Amparo.  Prueba de lo anterior es que en Oficio No. 245 del 2 de los corrientes este Despacho se dirigió a la Secretaría Permanente, solicitándole que investigara el aspecto relacionado con las condiciones preferenciales a que Moore Business adquiere las materias primas de terceros países, así como la maquinaria y equipo, estudio que actualmente realiza dicha Secretaría.  Queremos dejar claro que la cita señalada en el Capítulo “Fundamento Concretos del Recurso”, referente al Artículo VII del Tratado General está totalmente fuera de lugar, pues este Despacho no ha adoptado medida alguna, aparte de la caución impuesta por los motivos apuntados que afecte la distribución de formularios continuos en el país.  Asimismo, en cuanto a la aplicación del Artículo XV del Tratado General citado en el mismo Capitulo del Recurso en consideración, reitera este Despacho que en ningún momento se han adoptado medidas que restrinjan el tránsito de mercancías destinadas hacia cualquiera de los otros Estados signatarios del Tratado General o procedentes de ellos.  Deseamos hacer énfasis en que las medidas emitidas por este Ministerio han sido giradas por funcionarios competentes, a saber el señor Ministro de Industria y Comercio y el Director General de Integración Económica y Comercio, ambos representantes propietarios por nuestro país ante el Consejo Económico Centroamericano y el Consejo Ejecutivo del Tratado General, respectivamente, organismos rectores del Programa de Integración Económica.  Respecto al acápite b) del Capítulo en cuestión, rechazamos los cargos de arbitrariedad que se le señalan a este Despacho, pues al respecto se ha seguido estrictamente, como ya se ha demostrado, los procedimientos al respecto por los Organismos de Integración (Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos y por el Tratado General), y por lo tanto las medidas adoptadas se encuentran ajustadas a derecho.  Asimismo, según se señala en el mismo acápite del Recurso de Amparo presentado por el representante de la Moore Business, es al Consejo Ejecutivo del Tratado General, a quien corresponde dictaminar en definitiva sobre prácticas de comercio desleal en el intercambio comercial intracentroamericano.  Por otra parte, con fecha 11 de febrero de 1970 la Secretaría Permanente envió un estudio con carácter confidencial – por tener datos acerca de tres empresas competitivas – sobre la denuncia de prácticas de comercio desleal presentada por el Gobierno de Costa Rica.  Cabe señalar que el estudio en cuestión no fue de la aceptación de nuestro Gobierno por considerar que, no obstante los hechos objetivos apuntados por la Sieca, los cuales demuestran claramente que sí hubo prácticas de comercio desleal, hay en dicho estudio consideraciones subjetivas sobre el problema que llevaron a la Sieca a conclusiones apartadas de la letra y el espíritu del Artículo XII del Tratado General.  Por tal motivo y en ocasión de la visita del señor Sub Director de Integración y Comercio a la sede de la Sieca en Guatemala el día 14 de marzo del año en curso, dicho funcionario tuvo la oportunidad de expresar la inconformidad de nuestro Gobierno respecto del citado estudio, inconformidad que se planteó directamente al señor Sub-Secretario de Integración Económica, al señor Director de Integración Económica, ambos de El Salvador, y al Jefe del Departamento de Mercado Común de la Sieca.  En esta ocasión se convino en que el Gobierno de Costa Rica plantearía a la mayor brevedad posible, por escrito sus objeciones a la Sieca, así como los términos de referencia para una ampliación del estudio por parte de la Secretaría Permanente.  Prueba de esto es el siguiente radiograma de Sieca dirigido al Licenciado Jorge Sánchez Méndez de fecha 21 de marzo de 1970 que a la letra dice: Nr. 221. Agradeceré envío observaciones y comentarios nuestro documento problema Moore Business como ofrecimos Licenciado Rolando Ramírez remitírnoslos por escrito punto atentamente Noriega, Sieca”.-  De conformidad con dicho compromiso, en Oficio No. 245 del 2 de los corrientes, este Despacho se dirigió a esa Secretaría haciendo las observaciones al informe en cuestión.  En dicho Oficio, este Ministerio señala, efectivamente, según los datos y apreciaciones contenidas  en las páginas 17 y 18 y cuadro 1 del informe de la Sieca, conforme a lo establecido en el Artículo XII del Tratado General, es claro que la firma salvadoreña Moore Business Forms, ha incurrido en prácticas de “dumping” al vender – en condiciones normales de comercio – a precios más bajos en Costa Rica que en El Salvador.  Asimismo, con base en los datos que contiene el informe en consideración, se aprecia una política de precios por parte de Moore Business, que obviamente va en perjuicio de la industria nacional, pues a mayor cantidad vendida en Costa Rica, dicha empresa reduce el precio, mientras que en El Salvador al aumentar la cantidad sube el precio.  Este hecho claramente muestra la existencia de una amenaza en perjuicio de la industria costarricense.  Además, la empresa nacional Litho Formas, en carta del 5 de marzo pasado, se dirigió a este Despacho, agregando otros elementos de juicio, sobre la denuncia presentada, respecto a las prácticas de comercio desleal, por parte de Moore Business.  Según se indica en dicha carta, la citada empresa salvadoreña, tiene una estructura de costos artificial, lo cual le permite vender sus artículos a niveles de precios bajos, debido a los siguientes aspectos: 1.  El alquiler o valor de la maquinaria y equipo adquirido a la casa matriz, es excesivamente bajo, con respecto a las cotizaciones en el mercado internacional de distintas compañías productoras de esos artículos. 2. El precio a que adquieren el papel a su casa matriz, no está acorde con los precios internacionales de ese artículo.  El papel para formas continuas se denomina bond corriente, por ser de fibra larga. 3. El papel tissue y la tinta para la fabricación del papel carbón, también lo adquieren en las condiciones anteriores.  Estos nuevos elementos de juicio se incluyen en el Oficio No. 245 del 2 de este mes, dirigido por este Despacho a la Sieca, y a la vez se le solicitó a esa Secretaría que con base en los mismos y las observaciones señaladas por nuestro Gobierno, se ampliara el estudio, a fin de poder adoptar una decisión sobre el problema planteado.  Finalmente, en nota No. 1357 de 10 de los corrientes, la Sieca acusó recibo de nuestro Oficio No. 245 ya mencionado, indicándonos que ha procedido a iniciar el estudio complementario, sobre el asunto en cuestión, cuyos resultados oportunamente dará a conocer.  Queremos destacar que no ignoramos el hecho de que un conflicto armado entre dos países de la región ha afectado el funcionamiento normal de los organismos del Tratado General de Integración Económica Centroamericana.  Sobre tal aspecto, como es del conocimiento general, la actitud del Gobierno de Costa Rica ha sido positiva en este campo pues ha realizado reiterados esfuerzos para que se normalice el funcionamiento de dichos organismos y que se restablezca la paz entre El Salvador y Honduras.  De acuerdo con lo expuesto, que es una reseña de todo lo actuado por este Ministerio en el asunto objeto del recurso, se desprende que no ha existido violación a ninguno de los artículos constitucionales que señala el recurrente, pues no se ha cohibido la libertad de petición, porque se ha oído a los quejosos y se ha resuelto conforme a los procesos señalados en los convenios centroamericanos de integración económica.  Tampoco se ha obstaculizado el libre acceso a los departamentos administrativos para obtener información.  Ignoramos por qué razón se cita como violado el artículo 41, pues se ha resuelto ajustado a derecho, y no se ha tomado medida alguna que tienda a favorecer la implantación de algún monopolio, pues a Costa Rica tienen libre acceso los productos similares a los Moore Business Forms de Centroamérica S.A: ya sean procedentes de los otros países centroamericanos o de terceros países, que se sujeten a nuestro ordenamiento jurídico y a las prácticas correctas de comercio.  Para terminar deseo solicitar muy atentamente a esta Corte, que se declare incompetente de conocer de este recurso, por ser la materia sobre el cual se trata, de exclusiva competencia del Consejo Ejecutivo, según lo señalan los artículos XIII y el párrafo primero del número XXII del Tratado General de Integración Económica Centroamericana.  Acompaño documentación probatoria de lo actuado por este Ministerio en lo referente al asunto objeto del recurso en consideración.

Discutido ampliamente el asunto, se acordó por unanimidad, declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones:

I.- Con fundamento en los hechos y antecedentes reseñados, se endereza el presente recurso de amparo contra el señor Ministro de Industria y Comercio, y contra el señor Director General de Integración Económica y Comercio Exterior.  Pretende que esta Corte declare, que debe cesar de inmediato la orden impartida el 10 de abril último que amplió la anterior caución existente sobre las llamadas “formas stock”, para cubrir ahora todo tipo de formularios continuos, impresos o no, que produce la firma exportadora Salvadoreña “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.” por estimar el representante comercial y el gerente con facultades de apoderado generalísimo de la importadora “Moore Business Forms de Centroamérica Limitada”, sociedad de aquí, que la última medida restringe la libertad de comercio e industria, garantizada en el artículo 46 de la Constitución Política.  Regla esa que dicen, ha sido fundamentalmente vulnerada.-


II.-  Sin perjuicio de lo que más adelante se dirá, como viene reclamada en el recurso la supuesta violación de dicho texto constitucional, atribuida al indicado Ministerio, en principio y de acuerdo con el artículo 6° de la Ley de Amparo, corresponde exclusivamente a esta Corte conocer y decidir si en realidad la acción viola o amenaza el derecho protegido.  Sentada la premisa anterior y prescindiendo de otros aspectos trascendentes vinculados con el fondo de la cuestión suscitada, esta Corte declara su competencia para conocer cualquier recurso específico de amparo, como el de autos, en que directamente se imputa a un Ministro de Gobierno, la transgresión de cánones de orden constitucional.  Y sin ser dable calcular a priori las posibles y mediatas proyecciones que el asunto conlleva, lo cierto y determinante, dentro del estricto ámbito de la ley de Amparo, es que los órganos judiciales deben inexorablemente entrar a conocer sobre la existencia o no de cualquier tipo de amenaza o violación de derechos constitucionales reclamados a través de la específica vía que tiende a restablecer el quebrando de las garantías irrenunciables.  Con soporte en el orden de ideas expuestas, procede rechazar la gestión del señor Ministro que pide la declaratoria de incompetencia de esta Corte para conocer del recurso, aduciendo que la materia sobre la cual trata es del exclusivo resorte del Consejo Ejecutivo Centroamericano.

III.- Se queja la empresa recurrente, que la orden del señor Ministro de Industria y Comercio, impartida en telegrama de diez de abril recién pasado, mediante la cual aplica caución a todo tipo de formularios continuos – impresos o no – producidos por “Moore Business Forms de Centroamérica S.A.” del Salvador constituye una medida unilateral, tomada sin observancia de las disposiciones contenidas, entre otras, en el artículo XIII del Tratado general de Integración Económica Centroamericana, aprobado por Ley N° 3150 de 29 de julio de 1963.


Si así fuere, ello significa que el señor Ministro de Industrias y Comercio ha ejercitado erróneamente el procedimiento jurídico establecido en la mencionada cláusula, para combatir prácticas de comercio desleal, si es que en realidad existen.  Y de ahí que en tal supuesto, contra lo actuado por dicho funcionario, cabrían los recursos y el agotamiento de los trámites que puntualiza tanto el artículo XXVI del Tratado General dicho, así como lo dispuesto en los artículos 2°, 3°, 4°, 5°, 15°, 16°, 17° y 31° del “Reglamento  Sobre Procedimientos para Resolver Conflictos en el Mercado Común Centroamericano”,  de 27 de marzo, publicado en La Gaceta No. 83 de 7 de abril, ambos meses de 1968.- Como no está demostrado que aquéllos recursos y trámites fueran agotados, es prematuro entrar a resolver sobre el amparo que se examina, porque la Ley de la materia dispone, en el artículo 3° inciso d) que no procede ese remedio legal, “contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieren agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolvieran dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición”.  Como se observa, se trata en realidad de un asunto sobre la violación de la ley – el Tratado es una de ellas, aunque ahora con mayor rango, conforme a la última reforma del artículo 7 de la Constitución Política, pero al fin siempre una ley  - y no de ataque directo a una garantía constitucional, como se requiere, para que el amparo prospere.  En conclusión, lo que se configura es un problema de legalidad convencional circunscrita a los límites establecidos en el Tratado Regional y sus instrumentos complementarios, pero no en la esfera constitucional.

IV.- Sin entrar a considerar la ausencia de legitimación de los particulares sociedades recurrentes, dadas las especiales y notorias regulaciones existentes que debe imperar en el desenvolvimiento integral de conflictos como el de mérito, donde las normas que se aplican siguen causes distintos del interno, común y positivo, es de rigor, declarar sin lugar el recurso de amparo relacionado. 
